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RESUMEN 

Este trabajo versa sobre la actuación de la Administración 
Aduanera en España a la hora de desestimar la valoración 
de la mercancía manifestada por el declarante en supuestos 
de importación.

Se analiza lo dispuesto en la normativa europea de aplica-
ción, poniendo de manifiesto la discrepancia que se observa 
con el tratamiento dado por las autoridades nacionales, en-
tendiendo el autor que se aleja de forma injustificada de los 
principios y fundamentos establecidos en dicha regulación 
supranacional.

Igualmente se trata el procedimiento administrativo esta-
blecido por el Código aduanero de la Unión, fundado en 
decisiones aduaneras y su desarrollo práctico por la admi-
nistración española. 

Se comentan diversos pronunciamientos judiciales a nivel 
europeo y nacional, que motivan la conclusión critica que 
conlleva a la afirmación de cierta actuación aduanera irre-
gular a nivel nacional.
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ABSTRACT 

This work deals with the actions of the Customs Admi-
nistration in Spain when rejecting the valuation of the 
goods espressed by the declarant in cases of importation. 
The provisions ot the applicable European regulation it 
analyzed, highligthing the discrepancy observed with 
the treatment given by the national authorities, the au-
tor understanding that it deviates unjustifiably from the 
principles and foundations established in said European 
regulations. 

It also deals with the administrative procedure establis-
hed by the Customs Code of the Union, base on customs 
and their practical development at national level. Several 
judicial proouncements are commented at the European 
and national level are discussed, which motivate the cri-
tical conclusión that leads to the affirmation of certain 
irregular customs actions at the national level.
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1. Consideraciones previas
El presente estudio se centra en la veracidad que por parte de la administración aduanera 
española se confiere al denominado valor en aduana, en supuestos en que el valor declarado 
de la mercancia se cuestiona, lo que conlleva un perjuicio para el importador de cualquier 
mercancía.

El valor en aduanas hace referencia a la cuantificación en moneda euro o convertible a 
ésta, que corresponde a una mercancía que se pretende comercializar dentro del territorio de 
la Unión europea y por ende dentro de nuestro país.

La importancia a la hora de cuantificar la misma, radica en que sobre dicho importe se 
exigirán los llamados recursos propios de la Unión y los gravámenes tributarios nacionales.

Más aún, también se determinará el umbral a partir del cual se podrá catalogar una conduc-
ta como ilícita, a nivel de infracción o de delito; nos referimos a la normativa reguladora de 
ilícitos penales de contrabando o conexos o en su caso como infracción tributaria o aduanera.

Dicho valor en aduana toma como base principal el llamado valor de transacción mencio-
nado en el Reglamento 952/2013 del Parlamento y del Consejo de 9 de octubre1, siendo éste 
al que habrá que atender en todo caso, siempre y cuando “sea posible” su determinación, lo 
que se ha venido dejando en manos de la autoridad aduanera.

Pero consecuencia de esto último, es que frente a la no credibilidad que se le dé por parte 
de la administración aduanera al valor aportado, en base en no pocas ocasiones a presuncio-
nes sin fundamento, se invierte la carga de la prueba, que juega en contra del importador, 
en tanto en cuanto, deviene obligado a aportar más y más información, en muchos casos sin 
posibilidad de hacerlo para desvirtuar la no credibilidad que la autoridad aduanera manifiesta 
en relación al valor declarado.

Esto conlleva a una situación de indefensión, al no saber cómo combatir la duda respecto 
a dicho valor que la autoridad aduanera argumenta, contando incluso con el respaldo legal de 
no admitir la llamada pericial contradictoria en este ámbito.

En este estudio se analiza el pronunciamiento de la administración aduanera, del tribunal 
económico administrativo y en el orden judicial por la sala contenciosa administrativa del 
Tribunal de Justicia de Andalucía.

1   Diario Oficial Unión Europea (DOUE) de 25.3.2019, modificado en tres ocasiones por los Reglamentos,  
2016/2339, 2019/474 y 2022/2399.
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2. El valor en aduana
2.1. Regulación normativa de la Unión Europea

El Código Aduanero de la Unión aprobado por Reglamento 952/2013 (en adelante CAU) es 
objeto de desarrollo por el “Reglamentos Delegado (UE) 2015/2446 de la Comisión de 28 
de julio de 2015” (en adelante RD) y por el “Reglamento de Ejecución (UE) 2015/2447 de la 
Comisión de 24 de noviembre de 2015” (en adelante RE).

De otro lado señalar el Reglamento 2016/341 de la Comisión de 17 diciembre de 2015 que 
complementa al Reglamento 952/2013 en cuanto a su paulatina implantación.

En el afán de asimilar dicha normativa europea con la normativa nacional, debemos men-
cionar la Ley General Tributaria (en adelante LGT) que configura lo que se denomina “base 
imponible”, como “esa magnitud dineraria o de otra naturaleza que resulta de medir o valorar 
el hecho imponible”. 

Si sobre esa medición, estimada en una cantidad o montante dinerario aplicamos las llama-
das “reducciones” llegamos una nueva categoría denominada “la base liquidable”, concepto 
igualmente inexistente en la normativa del código aduanero de la Unión. 

Sin embargo se debe matizar que para algunos productos del denominado “Arancel Adua-
nero Común” lo que hemos apuntado sobre la denominada “base imponible” no se corres-
ponde con lo que se conceptúa como “valor en aduana” ya que éste se fijará tomando como 
referencia el peso, el volumen o el número de unidades de la mercancía a considerar; sirva 
como ejemplos la “partida 08039010 relativa a plátanos frescos están sujetos a un tipo de 
117 euros cada 1000 kg” o “la partida 01039110 relativa a ganado porcino está sujeto a un tipo 
de 41,20 euros cada 100 kg”. 

De otra parte “para productos perecederos tales como frutas u hortalizas dicha valoración 
se fija reglamentariamente estableciéndose los llamados valores de importación a tanto alza-
do, pues estamos ante envíos en consignación caracterizados porque cuando se despacha a 
libre practica la mercancía, aún no se sabe lo que el comprador pagará al vendedor, ya que 
el precio dependerá del precio en que se vendan dentro de la Unión. Hay que consultar los 
reglamentos que se vayan publicando con arreglo a dichos productos”. 

Sobre el valor en aduana fijado se fijará la deuda aduanera que comprenderá:

Como recurso propio tradicional de la UE:

El AAC (arancel aduanero común) Derecho arancelario

Derechos antidumping Derecho no arancelario

Derechos compensatorios o antisubvención Derecho no arancelario

Derecho de importación de los cereales Derecho arancelario

Derechos adicionales de importación sobre el azúcar Derecho arancelario

Derechos de aduanas adicionales sobre determinadas importaciones 
de determinados productos (v.gr. de los procedentes de EE. UU) Derecho arancelario

Derechos adicionales de importación sobre las harinas Derecho arancelario

Exacciones de efecto equivalente a los derechos de aduana Derecho arancelario

Intereses de demora Derecho no arancelario
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Contribuciones relacionadas con recursos propios de los Estados miembros:

IVA (impuesto valor añadido) 

Los IIEE (impuestos especiales) 

Impuestos medioambientales, (cuya gestión es realizada por las oficinas gestoras de aduanas):

•	 Envases de plástico no reutilizables

•	 Impuestos gases fluorados de efecto invernadero

La trascendencia que tiene para el importador de que el valor en aduana declarado sea 
aceptado por la administración aduanera es crucial por la incidencia que tiene en la previsión 
que ha realizado de la inversión y la repercusión a nivel de precios sobre su cliente. 

Pasemos a analizar lo dispuesto en el Reglamento de la Unión, en cuyo artículo 69 dispo-
ne que el valor en aduana se determinará de conformidad con los métodos recogidos en los 
artículos 70 y 74.

Los métodos, contemplados en los artículos 69 a 72 del CAU; artículos 127 a 146 del Re-
glamento de Ejecución 2015/2447 y en el articulo 71 del Reglamento Delegado 2015/2446, 
a aplicar son:

a.	 Valor de transacción: precio realmente pagado o por pagar, el cual debe de ser ajustado. 

b.	 Valor de mercancías idénticas (ventas en el mismo momento o cercano en el tiempo, de 
la misma marca y modelo, o cualidades y calidades estandarizadas) 

c.	 Valor de mercancías similares (mismo momento o cercano, sin ser iguales tienen carac-
terísticas y composición semejante, cumplen mismas funciones y son comercialmente 
intercambiables) 

d.	 Valor basado en el precio unitario (se parte del dato conocido, siendo éste el precio al 
que el importador ha vendido las mercancías importadas en el mercado de la UE) (de-
nominado método deductivo o método del valor calculado) 

e.	 Información disponible en TAU (denominado método alternativo)

Se pueden invertir el c y d a petición del declarante.

Recientemente, se ha publicado el Reglamento Delegado 2024/1072 de la Comisión de 
25 enero de 2024 que modifica el de 2015/2446, que versa sobre decisiones relativas a infor-
mación vinculante en materia de valoración en aduana y decisiones relativas a informaciones 
vinculantes sobre el origen, que tras su entrada “en vigor a los veinte días de su publicación 
en el Diario Oficial de la Unión Europea, será aplicable a partir del 1 de diciembre de 2027”.

Igualmente, en el año 2024 se aprobó el Reglamento delegado UE 2024/1072 de la Comi-
sión de 25 de enero, que introduce las decisiones relativas a las informaciones vinculantes en 
materia de valoración, inexistente hasta esa fecha. 

Como bien apunta el considerando de la norma aprobada, se trata de aumentar la trans-
parencia, seguridad jurídica, cumplimiento y uniformidad de la valoración en aduana, que 
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genera habituales conflictos con importadores que en la mayoría de los casos desisten de 
pleitear frente a la administración, sobre todo en los supuestos de aplicación del denominado 
procedimiento del “último recurso”2.

Este procedimiento es utilizado como práctica habitual por parte de la Aduana española, 
en caso de no tomar en consideración la valoración aportada por el declarante, basado en 
la toma en consideración de datos estadísticos comprendidos en un periodo de 6 meses na-
turales inmediatamente anteriores al mes natural de admisión de la declaración en aduana, 
con decalage de un mes, en aras de que la información esté debidamente actualizada por los 
posibles desajustes de información en el procesamiento de las declaraciones presentadas3.

Con la finalidad de hacernos una idea de qué datos se recogen en la comunicación que 
llega de la aduana, mencionar que dicho análisis comparativo de valor que efectúa la admi-
nistración toma como referencia mercancías con el mismo origen declarado, clasificados en 
el arancel en el nivel de diez dígitos, con régimen idéntico al declarado, el de importación y 
tomando como referencia la Resolución de 11 de julio de 2014 del Departamento de Aduanas 
e impuestos especiales a la hora de desechar otros regímenes, es decir, fines afectados a la 
mercancía, mismo medio de transporte y desechando los umbrales mínimos aplicables por 
el peso de la mercancía lo que hace excluir aquéllas que no llegan a cincuenta kilogramos.

Es muy importante para el departamento de aduanas y así internamente se ha ido remi-
tiendo dicha conveniencia, el fundamentar debidamente y de la forma mas detalladamente 
posible los motivos y los datos en que basar la disparidad de criterio con el declarante en lo 
referente al valor en aduana.

Así, del otro lado, diversas Sentencias dictadas por el Tribunal Superior de Justicia con 
sede en Málaga ponen en tela de juicio dicha forma de operar por la Administración, en con-
creto cuando se presentan informes periciales en fase de recurso, como única via de desmon-
tar este glosario de justificaciones dada por la administración.

La novedad principal es poder se oído en un procedimiento de decisión planteado desde el 1 
de enero de 2027, fecha de aplicación de la reforma aludida anteriormente y que será realidad 
en relación a las peticiones fundadas en informaciones vinculantes sobre valor en aduana, si 
bien no se podrá alegar su aplicación hasta su entrada en vigor en dicha fecha, algo que resulta 
incomprensible al tratarse de un Reglamento que fija su eficacia en tan largo periodo de tiem-
po, demora que deberemos entender justificada en la necesidad de implementación informá-
tica en toda la Unión, piedra angular de la reglamentación del Código aduanero de la Unión.

2.2. La ley General Tributaria en materia de valoración de mercancías

La regulación a destacar y que afecta de forma directa a la valoración en aduana de las mer-
cancías se detalla en la Disposición adicional vigésima. Tributos integrantes de la deuda 
aduanera.

2   Contemplado en el CAU como “método alternativo”.

3   Este plazo no se ajusta al contemplado en el Reglamento Delegado 2015/2447 que lo cifra en 90 dias cuando 
trata el método deductivo en situaciones de fijación del valor “a posteriori”.
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“1. Conforme a lo derivado del artículo 7.1, lo dispuesto en esta Ley será de aplicación res-
pecto de los tributos que integran la deuda aduanera prevista en la normativa de la Unión 
Europea, en tanto no se oponga a la misma. En particular, resultará de aplicación lo dispuesto 
en los párrafos siguientes:

c.	 La comprobación de valores regulada en la subsección 4.ª de la sección 2.ª del capítulo 
III del título III de esta Ley no será de aplicación cuando se trate de determinar el valor 
en aduana, resultando de aplicación lo dispuesto en la normativa de la Unión Europea.”

Encontramos pues como primer obstáculo la inaplicación de nuestra normativa base a 
efectos tributarios quedando pues a expensas de lo que disponga la normativa de la unión en 
materia aduanera, que brilla por su ausencia, debiendo ser los tribunales de justicia los que en 
última instancia deban ser los que resuelvan las controversias en esta materia.

El llamado Tribunal Económico Administrativo, como tal naturalmente, se ajustará a la 
normativa tributaria nacional y hará caso omiso a las aportaciones de valoración fundadas en 
periciales, como viene haciendo, a la hora de dictar sus resoluciones, que en pocos casos son 
combatidas.

3. La Decisión aduanera
Trataremos la misma analizando el procedimiento habitual ante una administración aduanera. 

3.1. La declaración en Aduana (formalizada en el Documento Unico Administra-
tivo, DUA)

Las modalidades que nos podemos encontrar son las que se detallan:

Declaración Electrónica
con carácter general —salvo caída del sistema— 
(art. 6.1 CAU) (216 RE)

Declaración en papel de forma exclusiva (Régimen viajeros) /cuadernos ATA y TIR (art 135 RD)

Declaración oral Viajeros (equipaje y envíos a particulares) (art. 217 RE)

Declaración por simples actos Régimen de viajeros (art. 141 RD)

Inscripción en los registros del declarante (art. 226 RE)

Partimos de la definición de “declaración en aduana “, recogida en el artículo 5 apartado 
12 del CAU como “el acto por el que una persona expresa, en la forma y modo establecidos, 
la voluntad de incluir las mercancías en un determinado régimen aduanero, con mención en 
su caso, de las disposiciones particulares que deban aplicarse”. 

Ello significa que toda mercancía que vaya a ser incluida en un régimen aduanero deberá 
ser objeto de una declaración en aduana y tal como se ha expuesto anteriormente, los métodos 
de declaración podrán ser:
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“Telemático mediante la confección informática del modelo oficial (DUA) siguiendo las pau-
tas marcadas en los anexos del Reglamento Delegado y en la Resolución del DUA aprobada 
por el Departamento de Aduanas e Impuestos especiales”. 

Este método es el que ha impuesto como obligatorio y así se puede contrastar si acudi-
mos a lo establecido en artículo 6.1 CAU donde claramente se dice que “todo intercambio 
de información, como declaraciones, solicitudes o decisiones entre autoridades aduaneras y 
entre estas y los operadores económicos y el almacenamiento de esa información necesaria 
con arreglo a la legislación aduanera deberán efectuarse mediante técnicas de tratamiento 
electrónico de datos” 

Los documentos que se toman como referencia a la hora de confeccionar la declaración en 
aduanas, habrá que conservarlos a disposición de la aduana o bien directamente adjuntarlos 
a la propia declaración, dependiendo del filtro al que quede sujeta la declaración, compren-
diendo documentos tales como la factura, documentos relativos a medidas de carácter aran-
celario, documento de transporte, etc. 

Así la factura en la que figure el valor de adquisición en origen es el documento sobre el 
que va a girar la disquisición a cerca de su admisión o no, pero al mismo tiempo teniendo 
muy en cuenta el origen (que no la procedencia) de la mercancía e incluso quién aparece 
como exportador o importador.

De esta manera la administración aduanera iniciará el procedimiento denominado “dudas 
fundadas”, en aplicación del filtro ya apuntado, que indique la necesidad de analizar docu-
mentalmente (naranja) o incluso físicamente (rojo) la mercancía.

Ni que decir tiene que es preferible desde una óptica de mayor seguridad jurídica éste se-
gundo, pues obligará a que la Administración vea físicamente el producto y no que valore en 
base a datos obrantes en la aplicación informática al uso.

El sistema al que se llegará por parte de la Aduana correspondiente será como ya se ha 
anticipado, la aplicación de un valor medio en los 6 meses anteriores a la operación de im-
portación, con un mes de decalage, lo que hace que se extienda pues a 7 meses desde la fecha 
tomada como referencia.

Ese valor unitario de la mercancía que se adopte para una posición estadística en concreto 
y país de origen, entre otras referencias, tomará como base de datos todas las operaciones que 
en nuestro país se hayan efectuado, si bien aún así, se bajará dicho importe en un 25% para 
intentar dar un mayor grado de seguridad a la operativa y evitar asi la posible impugnación 
de la liquidación complementaria que se efectúe.

Pero nuevamente surge la cuestión de ¿Por qué no se inspecciona la mercancía? Sería lo 
más ajustado a derecho y denotaría una mayor seguridad jurídica en el importador, máxime 
cuando incluso en determinadas operaciones desconoce si la mercancía se ajusta a lo que ha 
pedido, situaciones que se subsanan con la petición a la Aduana de una actuación previa de 
inspección a instancia de parte.

¿Y en los supuestos en los que se han declarado varias partidas, tipos de mercancías, 
reconociéndose únicamente parte de ellas, si bien haciendo extensible la duda surgida en la 
administración a toda ella? No se entiende el por qué de no seguir inspeccionando el volumen 
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total cuando ésta forma de operar puede jugar a favor del declarante, el cual va a tener que 
soportar de todas formas los gastos derivados de la descarga, ya se haga de forma parcial o 
total, pues los estibas o personal que realiza dichas funciones, serán retribuidos con cargo al 
peso de la mercancía declarada, pero esto es otra cuestión a debatir. Sirva lo apuntado úni-
camente para manifestar que ya puestos a inspeccionar que se inspeccione de una forma lo 
más beneficiosa posible para el declarante.

3.2. La propuesta de liquidación de la Administración aduanera

Una vez presentada la declaración aduanera (DUA), la Aduana correspondiente y ante una 
situación como la que tratamos de incredulidad en el valor declarado, requerirá previamente 
información y solicitará en su caso la prestación de garantía complementaria.

El requerido (el declarante) de conformidad con lo dispuesto en el articulo 140 del Re-
glamento de Ejecución (RE) y vinculado a la toma en consideración por la Aduana del valor 
de transacción, deberá aportar en un plazo de diez días toda la documentación relevante para 
acreditar la adecuación del valor declarado al precio pagado o por pagar.

Al mismo tiempo y en base al articulo 89.4 del Código aduanero de la Unión se solicita 
que se proceda a constituir una garantía respecto de la declaración sobre la que existen dudas 
sobre el valor en aduana declarado. 

Respecto a la exigencia de garantía, ésta se hace extensible al IVA que se tenga que decla-
rar en un futuro en base al articulo 74.3 del Real Decreto 1624/1992 de 29 de diciembre que 
aprueba el reglamento de dicho impuesto. En el mismo supuesto estaríamos en los casos en 
que se devengara un impuesto especial en caso de mercancía sujeta a los mismos.

La propia administración en las comunicaciones que realiza con el fin de evitar la falta 
de justificación en su proceder, argumentará que los datos que se han utilizado para calcular 
dicha garantía, es decir, la exigencia en mas de un importe de aranceles y de otro lado de tri-
butos nacionales tales como IVA e II.EE., “son ciertos y objetivos, derivados de antecedentes 
de importaciones en un momento temporal próximo a la operación y en idéntico régimen 
aduanero de mercancías clasificadas en las mismas posiciones y país de origen, con un vo-
lumen de operaciones suficiente para otorgar representatividad al resultado obtenido y con 
criterios correctores, de forma que el dato obtenido no puede considerarse en modo alguno 
arbitrario y, por el contrario, debe considerarse que se acerca a un valor más acorde con la 
realidad de la operación de comercio internacional, cumpliendo asi perfectamente los requi-
sitos que exige el articulo 31 del CAU para aplicar su utilización como valor en concepto de 
último recurso”.

Pero nos preguntamos, ¿Qué documentación adicional necesita? Si se ha presentado la 
declaración en aduana y no se ha utilizado el sistema de declaración simplificada, ésta ya 
contiene por exigencia del cumplimiento de lo ordenado en el filtro naranja o rojo la nece-
sidad de escanear toda la documentación y anexarla al expediente electrónico que se genera 
al presentar dicha declaración.

Se nos escapa que mas se necesita, pues si se echa en falta algún documento nos lo van 
a requerir. 
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Reiterar que se debe de haber junto a la declaración en aduana documentos talesue deben 
como la factura de compra, el conocimiento aéreo o marítimo, la licencia de importación, los 
gastos de transporte, las órdenes de ingreso y pago bancarios, entre otros.

Sencillamente estamos ante una situación en la que por quedar por debajo de unos valores 
tomados como referencia, no se admite lo declarado y ese es el problema ya que eso es arbi-
trariedad, que es lo que se niega por parte de la administración, incluso sin que nadie lo haya 
alegado de forma taxativa.

Huelga decir que se habrá de garantizar la deuda potencial y es llamada asi pues todavía no 
está realmente concretada la que se habrá que abonar (deuda real).

Al cabo de esos diez días de los que dispone el declarante o persona a la que se solicita 
información —pues puede ser un tercero tal como un transportista—, la administración re-
solverá.

Seguidamente y siempre que no se hayan estimado las informaciones “adicionales” aporta-
das, la administración formulará una propuesta de decisión sobre derechos arancelarios junto 
a la propuesta de liquidación provisional de los tributos IVA e II.EE en su caso (ambos por 
separados).

El Código aduanero de la Unión aplicable desde 1 de junio de 2016 implanta el llamado 
procedimiento de decisión, como “todo acto de las autoridades aduaneras relativo a la legisla-
ción aduanera, mediante el que se pronuncien sobre un caso concreto y que conlleve efectos 
jurídicos para el interesado”.

A la hora de tratar la legitimación activa, se observa que ya no se exige que haya una lesión 
de derechos (como hacía el Código anterior, el Código Aduanero Comunitario aprobado por 
Reglamento CEE 2913/92 del Consejo de 12.10.1992) sino que haya una afectación directa 
e individual. 

No se refiere pues a sujetos pasivos (concepto inexistente en el CAU) sino a la figura del 
declarante, entendido éste como “deudor de la deuda aduanera en su papel de importador o 
representante aduanero (los antiguos agentes de aduanas, transitarios o consignatarios); no 
cabe pues combatir una acto normativo de alcance general (v.gr. un reglamento) hasta que 
la aplicación del mismo derive en un acto individual que le afecte, pudiendo ser la materia 
objeto de recurso la relacionada con cada elemento de la misma deuda, el valor en aduana, la 
clasificación, etc., dictado con carácter tributario y por tanto adoptado por la autoridad tribu-
taria (AEAT) o sin ese contenido tributario, pero con incidencia en el trámite aduanero v.gr. la 
falta de una licencia de importación emitida por la autoridad competente, en este caso por el 
Ministerio de Economía, comercio y empresa” 

En relación directa se encuentra el artículo 22 CAU que regula las decisiones adoptadas 
previa solicitud de la siguiente forma:

“1. Toda persona que solicite una decisión relacionada con la aplicación de la legislación 
aduanera deberá facilitar la información que las autoridades aduaneras competentes necesiten 
para poder adoptar esa decisión, en nuestro caso la declaración en aduana presentada.

La decisión podrá también ser solicitada por varias personas y adoptarse para todas ellas, 
de acuerdo con las condiciones establecidas en la legislación aduanera. 
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Salvo que se disponga lo contrario, la autoridad aduanera competente será la del lugar en 
que se lleve o se encuentre accesible la contabilidad principal del solicitante a efectos adua-
neros, y en el que vaya a realizarse al menos una parte de las actividades a que se refiere la 
decisión. 

2. Las autoridades aduaneras comprobarán, sin demora y a más tardar en el plazo de 30 días a 
partir de la recepción de la solicitud de decisión, si se satisfacen las condiciones de aceptación 
de dicha solicitud. 

Cuando las autoridades aduaneras comprueben que la solicitud contiene toda la informa-
ción requerida para adoptar la decisión, comunicarán su aceptación al solicitante en el plazo 
señalado en el párrafo primero. 

3. Las autoridades aduaneras competentes tomarán las decisiones a las que se refiere el apar-
tado 1 y las notificarán al solicitante, sin demora y a más tardar en el plazo de 120 días a partir 
de la fecha de aceptación de la solicitud, salvo que se disponga lo contrario”.

Estos 120 dias se entienden como el plazo de duración del procedimiento “administrativo” 
establecido para el ámbito aduanero, que en caso de determinadas mercancías deviene muy 
extenso, lo que podría provocar si no se “allana” el importador a la liquidación recibida, que 
el producto o mercancía se deteriore en exceso o sufra una considerable minoración de su 
valor. Ello motiva que se lleve a término el principio de primero paga y después reclama. 

3.3. Las alegaciones a la liquidación

Siguiendo con la dicción de dicho artículo, en su apartado 6º establece que antes de llegar a 
adoptarse una decisión que perjudique al solicitante, “ las autoridades aduaneras comunica-
rán los motivos en los que pretenden basar su decisión a este último, el cual tendrá la opor-
tunidad de presentar observaciones dentro de un plazo establecido (30 días o 24 horas), que 
comenzará a contar a partir de la fecha en que reciba o se considere que deba haber recibido 
la comunicación. Tras el vencimiento de ese plazo, se notificará al solicitante, del modo de-
bido, la decisión adoptada”. 

Muy a pesar de haber podido presentar alguna documentación o información adicional 
en cumplimiento de lo requerido en su caso por la Aduana, para el caso en que no se haya 
considerado lo aportado, las alegaciones solo serán reiterativas, ya que debemos de insistir en 
lo apuntado de que en el momento de la presentación de la declaración en aduana se trasladó 
toda la documental obrante, factura incluida, que salvo que la misma no contemplara todo lo 
repercutido por el exportador no debe alterarse, pues podríamos encontrarnos ante facturas 
ad hoc que motivarían poner en evidencia un intento de conducta ilícita.

3.4. La liquidación definitiva y recurso

Llegados a este punto, la propuesta se convierte en liquidación, repitiéndose la fundamenta-
ción en algo genérico, ya que por parte de las Aduanas se pronunciarán en el mismo sentido; 
así tomarán como referencia diversos pronunciamientos del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea, en concreto la sentencia de 16 de junio de 2016 recaída en asunto C-291/15, resol-
viendo una cuestión prejudicial al respecto, en el sentido de si dicho articulo presupone im-
plantar una práctica que podría vulnerar el art. 30 que contempla el valor de transacción que 
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interpreta el articulo 181.bis del CAC 2454/1993 predecesor del artículo 140 del Reglamento 
de ejecución 2015/2447, que contempla en su fundamento 44, “… dicho artículo no se opone 
a una práctica de las autoridades aduaneras …que consiste en calcular el valor en aduana de 
las mercancías importadas basándose en el valor de transacción de mercancías similares …y 
sin que el importador, en respuesta al requerimiento formulado en ese sentido por la autori-
dad aduanera, aporte pruebas o información adicionales para demostrar la exactitud del valor 
de transacción declarado de esas mercancías”. 

Se afirmará que la única documentación que se ha aportado para justificar el valor será la 
factura comercial adjunta a la declaración aduanera y que la Aduana considerará que por s 
misma no puede ser suficiente para dar por justificadas las dudas generadas.

Esto último es incomprensible; se debería en todo caso fundamentar los indicios sobre 
los que se llega a la conclusión de que la factura no es creíble, y ello implicaría falsedad 
documental, inexactitud de datos, alteración, modificación ex profeso, que nos llevarían a un 
campo de actuación diverso.

Esto genera una inseguridad jurídica extrema, pues ya desde un inicio la Aduana de forma 
“arbitraria” y no discrecional, ocasionará perjuicios de muy difícil reparación en mas de un 
supuesto. Lo deseable sería que, frente a la incredulidad de la factura, se inspeccionara la 
mercancía pues se denotaría la discrepancia de forma real e inmediata.

4. La vía económico administrativa
Como vía precedente y “obligatoria” a la judicial y en manos de la propia Administración, lo 
que no implica falta de objetividad, nos encontramos con los Tribunales Económico-adminis-
trativo, regional en el caso que nos ocupa y que de manera reiterada confirma las resoluciones 
dictadas por las actuales Sedes desconcentradas de Aduanas.

En materia de derechos arancelarios debemos de poner en cuestión la necesidad de acudir 
a dicho órgano revisor de la propia administración, pese a que no hay criterio jurisprudencial 
que establezca la no necesidad de pasar por el mismo.

Dichos órganos regionales revisores tributarios, vienen no solo a convalidar la resolución 
definitiva de las sedes desconcentradas de aduanas, sino que incluso intentan fundamentar 
aún más la aplicación del sistema de utilización de infravaloración.

En alguna que otra resolución dictada incluso se fundamenta en la misma ley general 
tributaria, en concreto en el art. 103 de dicho texto básico relativo a la necesaria motivación 
de los actos de liquidación; en relación a esto mismo, señalar que los artículos 35 y 48 de la 
Ley de procedimiento administrativo 39/2015 regulan la anulabilidad del acto administrativo

A mayor abundamiento, el Abogado del Estado en sus alegaciones fundamenta al parecer 
la decisión aduanera en los términos acostumbrados, es decir, innovando lo que nadie ha 
planteado o bien introduciendo matices fuera de lugar, ya que así se manifiesta en un proce-
dimiento en los siguientes términos : “A pesar de que el recurrente no esgrime como motivo 
de su recurso contencioso-administrativo la falta de motivación del acto inmediato objeto del 
presente procedimiento (la resolución del TEARA), lo realiza indirectamente al reproducir 
los argumentos vertidos en vía administrativa contra la liquidación. Si bien, nuevamente, 
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hemos de oponernos categóricamente a los mismos, habida cuenta la admisibilidad por la 
doctrina del Tribunal Supremo de la llamada motivación in “aliunde” o por remisión”, en el 
que se trataba de la aplicación del método de infravalor aplicado por la autoridad aduanera 
española”.

En otras ocasiones, se innova argumentando cualquier actuación de intervención por parte 
del servicio de vigilancia aduanera, actuando a modo de inspección tributaria y aduanera, 
en determinados procedimientos en los que ni siquiera los mismos han sido adscritos a esa 
unidad de inspección, y que por tanto, no debe considerarse como órgano inspector y quedar 
por ello fuera del procedimiento normal de indagaciones inspectoras y de cualquier fase de 
gestión aduanera de comprobación y verificación, al invadir facultades reservadas a la ins-
pección y utilizar un cuerpo que carece de las facultades inspectoras. 

En otras ocasiones se producirá la caducidad del procedimiento, que no obstante no es 
óbice para que el mencionado tribunal tome en consideración actuaciones que a todas luces 
deberían considerarse fuera del mismo.

El derecho de defensa contenido en la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Eu-
ropea hace que ante una incompatibilidad singular entre derecho de la Unión y el nacional 
prevalezca el contemplado en dicha Carta Fundamental, siendo la administración la que ha 
de probar en el caso que nos ocupa que el valor dado a una mercancía no se corresponde con 
lo admisible por la administración; criterio que debería tomarse más en consideración por el 
mencionado y mal denominado “tribunal” económico administrativo. 

Ello hace que como única alternativa quede acudir a la vía judicial en la cual en dos su-
puestos al menos se ha encontrado amparo y que analizamos a continuación.

5. La vía contenciosa
Las Sentencias del Tribunal de Justicia de Andalucía, Ceuta y Melilla —sala de lo Conten-
cioso administrativo de Málaga— la de fecha 31 de octubre de 2019 nº 3251/2019 en recurso 
465/2018 y la nº 2922/2023 de 10 de noviembre de 2022 en recurso 181/2022, ambas dicta-
das en el mismo sentido y con idéntica fundamentación, si bien referido al Código derogado 
Aduanero Comunitario de 1992, —si bien, no se entiende que se siga mencionando a dicho 
Código, Reglamento derogado, cuando los hechos tuvieron lugar con la normativa del código 
Aduanero de la Unión ya en vigor—, aunque en el fondo del asunto la influencia o afectación 
es nula, al tener las disposiciones el mismo contenido.

Añadir a las anteriores, la nº 1263/2017 de 30 de junio de 2017 en recurso 278/2016 en 
cuanto a las aportaciones que se hacen, en el sentido del modo de actuar por parte del im-
portador que como en las anteriores no fue más que presentar informes periciales en caso de 
discrepancias de valor. 

En la Sentencia de 2023, en su fundamento quinto se recoge lo que interesa, a saber, que 
“la base de los motivos impugnatorios de la recurrente se cimienta en la errática considera-
ción de la autenticidad de la documentación aportada” —debemos entender que habla de la 
administración aduanera—, como sustento de la duda razonable que permite la exclusión 
del valor de transacción, la indebida inaplicación de los métodos secundarios, en particular 
el previsto en el art. 30.2.d del CAC; nuevamente no se entiende el por qué no se alude al 
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CAU art. 74.2.d), correspondiente al valor calculado, ignorando la Administración el informe 
pericial aportado por la importadora; y la aleatoriedad de la utilización del método del último 
recurso que hay que reiterar es un método que ya no tiene tal denominación. 

Sigue aludiendo a la Sentencia TJUE de 16 de junio de 2016 (C-291/15) tomada en su 
informe por el Abogado del Estado, pero eso sí, recogiendo como argumentos los que ahora 
si deben jugar a favor del importador y que en resumen recogen los principios o criterios que 
deben de darse para aplicar dicho valor estadístico medio. 

En pro de la argumentación que finalizó con la estimación del recurso presentado por el 
importador, recoge textualmente: “Pero en nuestro caso destacamos que no se asigna a la do-
cumental una tacha de falta de autenticidad (posible comisión de irregularidades tales como 
falsificación, adulteración, alteración de documento), sino un valor probatorio mermado en 
base a una construcción altamente especulativa sobre la confección de la documentación 
—se aludía a que se había confeccionado la factura ad hoc— y que no se sustenta en un con-
traste objetivo con otras operaciones similares reveladoras de un valor declarado sensible-
mente bajo, lo que nos invita a considerar que no se ha respetado el canon de razonabilidad 
que permite a la administración aduanera aplicar los métodos secundarios de valoración.

Expone de forma rotunda que: “se hace preciso indicar que no se trata aquí de aplicar un 
método de valoración distinto a los propuestos por la legislación europea, solución que desde 
luego no es viable, sino de ofrecer al administrado la posibilidad de ser oído y de controvertir 
técnicamente el resultado de la valoración efectuada por la Administración, tal y como se de-
duce obligado por aplicación de lo previsto en el art. 105.c de la C.E. y 41.2 de la CDFUE...

No es admisible por lo tanto ignorar el contenido de la pericial técnica elaborada por el 
…orientada a la individualización de la mercancía objeto de importación, en la que se hace 
expresa referencia al detalle de los costes de producción de accesorios… en España y pos-
teriormente se aplica una reducción proporcional en consideración al menor importe de los 
costes de materia prima y mano de obra en…, país de origen de la mercancía”.

Termina la resolución en su fundamento quinto, afirmando que: “…en suma en el ejercicio 
de la función jurisdiccional no nos es posible asumir la bondad de un valor aduanero obtenido 
por un método residual y meramente estimativo, ignorando la valoración probatoria de ele-
mentos constantes como la documental aportada por la importadora, cuya fuerza adveradora 
no ha sido discutida eficazmente, y la pericial obrante en autos que confirma la valoración 
de los géneros mediante el examen particularizado de sus características y condiciones de 
producción”.

En fecha reciente, 29 de enero de 2026 la Sala del Tribunal de Justicia (Sala cuarta) re-
lacionada con los Asuntos C-72/24 y C-73/244 ha venido a establecer el denominado “pre-
cio minimo aceptable”, fijado por la administración, pero eso si, siempre que el operador 
económico tenga la posibilidad de justificar precios mas bajos indicados en su declaración 

4  Supuestos de fijación del valor en control a posteriori en importaciones que agrupan diverso tipo de mer-
cancía (partidas diferentes) y que utilizan el procedimiento de simplificación (facilitación a la importación) 
contemplado en el articulo 74 del Código de la Unión.
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en Aduana, lo cual como se ha tratado de poner de manifiesto la Administración aduanera 
nacional no permite.

En dicho pronunciamiento el Tribunal de Justicia toma en consideración otros factores 
que pueden poner de manifiesto alguna tentativa de fraude, como que el destinatario de las 
mercancías no era el propietario real, pero eso en nada afecta a que el valor declarado haya 
de ser considerado inexacto de forma automática como es el proceder de las autoridades es-
pañolas en muchos supuestos. 

6. Conclusiones
La administración aduanera utiliza en exceso la posibilidad de poner en duda la credibilidad 
de la operación de comercio exterior, plasmada en el valor de transacción, utilizando un mé-
todo ya denostado en la regulación actual comunitaria, si bien no planteada su ilegalidad ante 
los tribunales europeos.

Al importador, declarante u operador, no le interesa entrar en disquisiciones jurídicas con 
la Administración aduanera de ningún estado miembro y pagará lo que se le requiera, ya que 
en última instancia minorará sus beneficios o se repercutirá en el precio al consumidor. 

Pero esto no debe de contribuir a permitir y mantener que la Administración actúe de for-
ma arbitraria y aproveche su situación prevalente en perjuicio de quien se juega su economía 
en operaciones de comercio exterior. 

La Administración está para facilitar y actuar con contundencia frente a personas que 
pervierten el mercado exterior pero no para innovar actuaciones que no se corresponden con 
la realidad. 

Si se tiene duda respecto al valor consignado en la respectiva declaración en aduana, debe-
ría ser inspeccionada de la forma más garantista para la aduana y para el operador comercial 
dicha mercancia.

No debe de argumentarse y de hecho no se ha constatado que la Aduana en algún momen-
to haya manifestado la imposibilidad de realizar inspecciones.

Al contrario, es la persona física o jurídica que pretende hacer negocios dentro del merca-
do de la unión con mercancías procedentes de terceros país, la que tiene que soportar la carga 
de ordenar que la mercancía se ponga a disposición de la aduana con lo que ello conlleva en 
cuanto a cubrir los gastos de dicho posicionamiento y descarga.

La aceptación de comprobaciones periciales debería contemplarse y a este fin proceder de 
lege ferenda a que la ley general tributaria lo recogiera de manera efectiva lo que redundaría 
en una mayor seguridad jurídica por parte de los operadores que tienen que entenderse con 
múltiples administraciones nacionales que serán más o menos flexibles a la hora de conside-
rar el valor declarado como el aceptable. A raíz del pronunciamiento señalada por el Tribunal 
de Justicia en enero de este año se debería considerar eliminar esta forma de proceder de 
la autoridad aduanera y en todo caso esos meses de consideración reducirlos a los 90 dias 
previstos en el Reglamento de desarrollo del código aduanero de la Unión y tomar a nivel 
europeo dichas importaciones y no solo a nivel nacional. 
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